
 

 
Dirección: Urbanización Florida Calle Las Palmeras Edificio G+H, Tercer Nivel Local # 9, San Salvador, El Salvador. 

Correos: renaes.ria@gmail.com y redriaelsalvador@gmail.com  
Telefax: (503) 2260-2730 y teléfono: 2260-7933 

 

Cámara Primera de lo Penal de San Salvador desprotege derechos de niña víctima de 

agresión sexual por parte del magistrado Eduardo Jaime Escalante Díaz. 

“EXIGIMOS APELACION Y APLICACION JUSTA DEL DERECHO” 

La Red Para la Infancia y la Adolescencia (RIA) conformada por 45 organizaciones que trabajan 

por la promoción y defensa de los derechos humanos de la niñez, respecto a la resolución 

pronunciada, el 31 de octubre recién pasado, por los Magistrados de la Cámara Primera de lo 

Penal de San Salvador, en la cual resolvió que los tocamientos de los cuales fue víctima la niña 

no constituyen delito, sino una falta, por lo que se declaró incompetente y pasará el caso a un 

juzgado de paz, CONSIDERAMOS que: 

 

Para una mejor comprensión, conviene transcribir en lo pertinente algunas disposiciones legales: 

El art. 161 del Código Penal regula: “La agresión sexual realizada con o sin violencia que no 

consistiere en acceso carnal [lo cual sería violación], en menor de quince años de edad [...], será 

sancionado con prisión de ocho a doce años. (9)(19) […]”. 

El art. 162 del referido código, tipifica el delito de Violación y agresión sexual agravada en 

los siguientes términos: “Los delitos a que se refieren los cuatro artículos anteriores [es decir, 

Violación, Violación en menor o incapaz, Otras agresiones sexuales y Agresión sexual en menor 

e incapaz] serán sancionados con la pena máxima correspondiente, aumentada hasta en una 

tercera parte, cuando fueren ejecutados: […] 

2) Por autoridad pública o por cualquier otra persona que tuviere bajo su custodia a la víctima; 

3) CUANDO LA VÍCTIMA FUERE MENOR DE DIECIOCHO AÑOS DE EDAD; (7) [...]” 

 

Desde una perspectiva eminentemente penal, la cual consideramos no está acorde –ni en la 

protección jurídica ni en la práctica forense– a la doctrina de la protección integral de la niñez y 

adolescencia instaurada por la Convención sobre los Derechos del Niño (CDN) y la Ley de 

Protección Integral de la Niñez y Adolescencia (LEPINA), la decisión de la Cámara es 

inaceptable, insostenible, censurable, discriminatoria y contraria a los derechos de la niña, entre 

ellos, a su interés superior y a la protección contra toda abuso y agresión sexual. Desde la referida 

mirada, existen dos motivos que agravan la conducta típica del funcionario imputado, la calidad 

de autoridad pública (según el art. 39 CP, son autoridad pública, los y las juezas de la República) 

y que la víctima fuere menor de dieciocho años de edad. Ambas condiciones están presentes en 

los hechos, de ahí nuestro total rechazo y condena a la decisión judicial que menosprecia la 

dignidad humana de la niña al restarle importancia a la gravedad de los hechos de los que fue 

víctima, declarando que no hay delito sino una falta.  

 

Desde la perspectiva de los derechos de la niñez y adolescencia, el desafortunado fallo es aún 

más insostenible. La Constitución de la República obliga a todo el poder público, principalmente 

a la judicatura, pues, ha sido creada para la protección de los derechos humanos, a brindar una 

protección especial, reforzada, extraordinaria a los derechos de la niñez y adolescencia, según se 

desprende de los artículos 2 –de aplicación general– y 34 y 35 de la Constitución de la República 

que establece obligaciones especiales para las entidades públicas a favor de las niñas, niños y 

adolescentes. 
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La Convención Americana sobre Derechos Humanos, ley de la República, en su artículo 19, 

obliga al Estado salvadoreño, a la familia y a la sociedad a adoptar las medidas de protección a 

favor de toda niña, niño y adolescente (NNA) que su condición de crecimiento requiere. La 

decisión judicial desconoce esta norma de obligatorio cumplimiento. La Convención sobre los 

Derechos del Niño, ley que tiene supremacía sobre la normativa penal y procesal penal cuando 

se contradigan, y de aplicación directa en este caso, obliga a la Cámara Primera de lo Penal de 

San Salvador a proteger a NNA contra todo abuso y agresiones sexuales (arts. 19 y 34).    

 

Consideramos que la decisión de la Cámara es discriminatoria hacia los derechos de la niña, por 

su condición de tal y por la edad; lo que ha provocado que históricamente reciban menor 

protección jurídica, social, cultural y en otros ámbitos. Decisiones como la que se comenta, 

totalmente injusta, frente a una víctima totalmente vulnerable por su edad, ante hechos totalmente 

condenables, nos muestran que a XXX años de la Convención de los Derechos del Niño;  hace 

falta un largo camino por recorrer para que las niñas tengan la protección básica y elemental a 

que tienen derecho.  

 

La decisión de la Cámara ha violado la dignidad humana, la cual exige que cada niña y niño sea 

reconocido, respetado y protegido como titular de derechos y como ser humano único y valioso 

con su personalidad propia, sus necesidades específicas, sus intereses y su privacidad1. 

Asimismo, advertimos que la autoridad judicial aludida ha desconocido el principio del estado 

de Derecho –sujeción del poder público a la Constitución de la República, tratados 

internacionales ratificados y demás normativa–, el cual debe aplicarse plenamente a las niñas y 

los niños, en pie de igualdad con las personas adultas. La decisión de la Cámara ha violado el 

derecho de acceso a la justicia de la niña, reconocido en los artículos 51 y 52 de la LEPINA, tan 

vinculante como las normas del Código Penal y Procesal Penal, y aún más, por proteger a un 

colectivo de personas –las niñas, niños y adolescentes– que históricamente han sido 

discriminados y vulnerados en sus derechos.  

 

POR TODO LO ANTERIOR DEMANDAMOS:   

 

A la Cámara Primera de lo Penal de San Salvador, que tomando las salvaguardas necesarias para 

la protección de la niña y de su entorno, elabore versión pública de su resolución y se dé a 

conocer los hechos fundamentados de la decisión a efecto de que la sociedad se mantenga 

vigilante de la actuación del poder judicial, pues la opacidad y el secretismo favorecen 

actuaciones contrarias a la justicia.  

 

Al señor Fiscal General de la República, doctor Raúl Ernesto Melara Morán, que con toda 

diligencia interponga recurso de apelación contra la decisión manifiestamente contraria a 

Derecho de la Cámara Primera de lo Penal de San Salvador. Asimismo, que manteniendo la 

protección a los derechos de la niña y su círculo familiar actúe con total transparencia  

informando públicamente sus actuaciones a fin de que la sociedad conozca los resultados en la 

protección de los derechos de la niña.    

 

 
1 Comité de Derechos del Niño, OG 13: Derecho del niño a no ser objeto de ninguna forma de violencia, 
adoptada el 18.04.11, pár. Letra c 
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A la Sala de lo Penal de la Corte Suprema de Justicia –la cual conocería en segunda instancia y 

resolvería recurso de apelación– que en el análisis del caso aplique la Constitución de la 

República, la Convención sobre los Derechos del Niño, la Convención Americana sobre 

Derechos Humanos, la Ley de Protección Integral de la Niñez y Adolescencia y garantice los 

derechos de la niña. 

 

Al señor Procurador para la Defensa de los Derechos Humanos, licenciado José Apolonio Tobar 

Serrano, verifique y supervise el cumplimiento de los derechos de la niña en el caso bajo análisis 

y se pronuncie a favor de la garantía de los derechos de la infancia y adolescencia.  

 

Al Consejo Nacional de la Judicatura revise, mejore y fortalezca el perfil y los procesos de 

selección de personas candidatas a ejercer jurisdicción en la República a efecto de que no se 

propongan a individuos proclives a cometer abusos sexuales.  

 

Con base en el art. 7 letra e) de la Ley de la Carrera Judicial, al Presidente de la Corte Suprema 

de Justicia iniciar las diligencias en orden a verificar si la actuación de los magistrados de la 

Cámara Primera de lo Penal de San Salvador han cometido alguna infracción en el ejercicio del 

cargo.     

 

A la sociedad en general se mantenga vigilante de la actuación del Órgano Judicial a efecto de 

contribuir a la garantía de los derechos de las niñas, niños y adolescentes y evitar que este caso 

quede en la impunidad. 

 

 

Dado por la RIA en San Salvador, a los 4 días del mes de noviembre de 2019 
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